Fernando Alonso Carrillo Pineda Vs Comcel S.A. Rad. 66001-31-05-003-2018-00330-01

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

Providencia:

Sentencia de 23 de octubre de 2019

Radicación Nro.
66001-31-05-003-2018-00330-01

Proceso

Ordinario Laboral

Demandante:

Fernando Alonso Carrillo Pineda 

Demandado:

Comcel S.A.

Magistrado Ponente:
Julio César Salazar Muñoz

Juzgado de origen:
Juzgado Tercero Laboral del Circuito

TEMAS:
NIVELACIÓN SALARIAL / A TRABAJO IGUAL SALARIO IGUAL / SALVO QUE SE DEMUESTREN FACTORES OBJETIVOS QUE JUSTIFIQUEN LA DIFERENCIA / CARGA PROBATORIA DEL EMPLEADOR. 

Sostiene el artículo 143 del C.S.T. que a trabajo igual desempeñado en puesto, jornada y condiciones de eficiencia también iguales, debe corresponder salario igual, comprendiendo en este todos los elementos a que se refiere el artículo 127, y que bajo esos parámetros no pueden establecerse diferencias salariales por razones de edad, género, sexo, nacionalidad, raza, religión, opinión política o actividades sindicales; motivo por el que en principio se presumirá como injustificado cualquier trato diferenciado en materia de salario, hasta tanto el empleador demuestre factores objetivos de esa diferenciación. (…)
.   se encuentra demostrado en el plenario que tanto el accionante como la señora Contreras Perucho fueron contratados para prestar sus servicios como Consultores de Servicio Personalizado a Clientes… De la misma manera se encuentra acreditado que a ambos les fueron asignadas las mismas funciones, pues así lo reseñaron la totalidad de los testigos escuchados en el curso del proceso…
Sin embargo, a pesar de cumplir con las mismas funciones, también se probó en el proceso que el salario mensual que devengaba el señor Carrillo Pineda era inferior al que se le cancelaba a la señora Carrillo Perucho…
Bajo esa perspectiva… en principio se debe presumir que esa diferencia entre el salario devengado por la señora Sonia Rocío Contreras Perucho y el señor Fernando Alonso Carrillo Pineda es injustificada, por lo que era deber de la entidad accionada acreditar los factores objetivos en los que soporta esa diferencia. (…)

… queda desvirtuada la presunción prevista en el artículo 143 del CST, siendo del caso aceptar que la diferencia salarial entre la señora Sonia Rocío Contreras Perucho y el señor Fernando Alonso Carrillo Pineda no es caprichosa e injustificada, sino que obedece a auténticos factores diferenciales, pues, como quedó demostrado, ella presta sus servicios en un CAV de categoría A, el cual tiene un flujo de atención y de ventas muy superior al que soportan los CAV de categoría B de la ciudad de Pereira, lo que evidencia consecuencialmente la mayor actividad y productividad de la señora Contreras Perucho sobre la efectuada por el actor durante el mismo periodo.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ 

AUDIENCIA PÚBLICA

Hoy, veintitrés de octubre de dos mil diecinueve, siendo las once de la mañana, la Sala de Decisión Laboral Nº 3 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, se declara en audiencia pública con el propósito de resolver el recurso de apelación interpuesto por el demandante FERNANDO ALONSO CARRILLO PINEDA en contra de la sentencia proferida por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito el 26 de abril de 2019, dentro del proceso que le promueve a la sociedad COMUNICACIÓN CELULAR S.A. –COMCEL S.A.-, cuya radicación corresponde al Nº 66001-31-05-003-2018-00330-01.

Al acto comparecen las personas que a continuación se identifican:
Demandante y su apoderado:

Demandado y su apoderado:

ANTECEDENTES

Pretende el señor Fernando Alonso Carrillo Pineda que la justicia laboral declare que entre él y la sociedad Comunicación Celular S.A. –Comcel S.A.- existió un contrato de trabajo entre el 10 de octubre de 2011 y el 30 de marzo de 2016 y con base en ello aspira que se le reajuste el salario devengado al de un consultor de servicio personalizado a clientes de la zona oriente como el de la señora Sonia Rocío Contreras Perucho, y por ende que se condene a la accionada a reconocer y pagar la diferencia de salarios, prestaciones sociales, vacaciones, aportes a la seguridad social, la indexación de las sumas reconocidas, la sanción moratoria del artículo 65 del CST, lo que resulte probado extra y ultra petita y las costas procesales a su favor.

Refiere que: Prestó sus servicios personales a favor de la sociedad accionada a través de un contrato de trabajo a término indefinido entre las calendas señaladas anteriormente; el cargo desempeñado fue el de Consultor de Servicio Personalizado a Clientes de la Zona Occidente; las funciones desempeñadas se encuentran descritas en el formato de descripción del perfil del cargo código AE7 2 F01; la jornada laboral pactada fue la máxima de 48 horas semanales de lunes a sábado; por los servicios prestados se le cancelaban las siguientes sumas de dinero mensuales: $1.606.000 en el año 2013, $1.679.000 en el año 2014, $1.757.000 en el año 2015 y $1.880.000 en el año 2016; para cuando fue contratado no existía manual en el que se especificaran requisitos para asumir ese cargo; la empresa tiene presencia a nivel nacional y dividió la cobertura en 4 zonas, occidente, oriente, noroccidente y costa, relacionándose los municipios que pertenecen a cada una de ellas; el cargo ocupado por él funciona en todas las zonas del país, no obstante, la remuneración no es la misma en todas ellas; la señora Sonia Rocío Contreras Perucho trabaja en la empresa desde el 17 de julio de 2006, desempeñaba el mismo cargo en la zona oriente, pero devengado mensualmente un salario muy superior al suyo, ya que para los años 2015 y 2016 se le reconocía las sumas de $2.207.000 y $2.362.000 respectivamente, evidenciándose una diferencia salarial injustificada, por lo que tiene derecho a que se le reajuste el suyo al desempeñar el mismo cargo y en idénticas condiciones de eficiencia; elevó derecho de petición tendiente a obtener la información de la remuneración del cargo en todas las zonas del país, pero la petición fue negada aduciéndose confidencialidad de la información.

Al dar respuesta a la demanda –fls.86 a 113- la sociedad Comunicación Celular S.A. –Comcel S.A.- después de reconocer la existencia de la relación laboral con el accionante, expresó que al interior de la empresa los centros de atención (CAV) se encuentran divididos por zonas o regiones en el país, e igualmente dentro de una misma ciudad pueden existir varios centros de atención, dentro de los cuales prestan sus servicios los consultores de servicios personalizados, quienes, dadas las condiciones de ejecución que varían de acuerdo al tiempo, al modo, al lugar, impiden que uniformemente devenguen el mismo salario, a pesar de pertenecer a la misma zona o región. Se opuso a las pretensiones y formuló las excepciones de mérito que denominó “Inexistencia de las obligaciones reclamadas – Cobro de lo no debido”, “Improcedencia de aplicación del principio a trabajo igual salario igual y de la reliquidación pretendida por aplicación de dicho principio”, “Buena fe”, “Pago”, “Compensación”, “Prescripción” y “Genérica”.
En sentencia de 26 de abril de 2019, la funcionaria de primer grado, teniendo en cuenta lo establecido en el artículo 143 del CST y de la jurisprudencia que sobre el tema ha definido la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia, determinó que si bien el señor Fernando Alonso Carrillo Pineda y la señora Sonia Rocío Contreras Perucho fueron contratados para desempeñar el mismo cargo, Consultor de Servicio Especializado a Clientes, lo cierto es que no quedó acreditado que prestaran el servicio en los mismos horarios y sobre todo en idénticas condiciones de eficiencia, motivo por el que negó la totalidad de las pretensiones de la demanda.
Para tomar esa decisión, manifestó que ninguno de los testigos escuchados en el proceso tenían conocimiento de cuáles eran las condiciones en las que prestaba sus servicios la señora Sonia Rocío Contreras Perucho en la ciudad de Cúcuta, pues únicamente se centraron en expresar que la igualdad entre ella y el accionante se derivaba del clausulado de los contratos de trabajo por medio de los cuales fueron contratados, sin embargo, nada dijeron respecto a la forma en la que ella ejecutaba sus actividades, al punto que el único contacto directo que tuvieron con ella fue vía telefónica, evidenciándose eso sí, que en las diferentes zonas del país no existía igualdad de salario en ese cargo, pues en unas zonas el salario del Consultor de Servicio Especializado a Clientes era inferior y en otras superior, estando en un grado intermedio quienes lo hacían en la zona a la que pertenece la ciudad de Pereira.

A diferencia de la prueba testimonial, al plenario fue allegado por parte de la entidad accionada documental que fue decretada como prueba de oficio, a través de la cual se demuestra que en el horario de atención de los centros de atención CAV en los que prestaba sus servicios la señora Contreras Perucho en la ciudad de Cúcuta no eran los mismos en los que desempeñaba su labor el accionante, ya que mientras los horarios dispuestos en Pereira se distribuían de lunes a sábado, en los centros de atención CAV de Cúcuta se distribuían de lunes a domingo, pero sobre todo, los resultados de la acción de la señora Sonia Rocía era superior a la que ejecutó el accionante; razones por las que estimó, como ya se dijo, que no había lugar a acceder a las pretensiones de la demanda, agregando que las tachas de sospecha sobre los testimonios recibidos a instancia de las partes resulta infundado.

Inconforme con la decisión, el apoderado judicial de la parte actora manifestó que era a la sociedad Comunicación Celular S.A. –Comcel S.A.- quien tenía el deber de demostrar las condiciones de eficiencia en las que presta el servicio la señora Sonia Rocío Contreras Perucho y al no haberlo hecho así, y estar demostrado que el cargo desempeñado y las funciones asignadas fueron idénticas, como se observa en el contrato de trabajo de ambos, se debe acceder a las pretensiones de la demanda, indicando adicionalmente que al documento con base en el cual se tomó la decisión en primera instancia, no se le puede otorgar el alcance probatorio dado por la funcionaria, ya que realmente se desconoce su procedencia.
En este estado se corre traslado a los asistentes para que presenten sus alegatos.
Oídas las argumentaciones a esta Sala de Decisión le corresponde resolver los siguientes PROBLEMAS JURIDICOS:
¿Justificó la sociedad accionada la diferencia salarial presentada entre el señor Fernando Alonso Carrillo Pineda y la señora Sonia Rocío Contreras Perucho, quienes fueron contratados por Comunicación Celular S.A. “Comcel S.A.” para desempeñar el cargo de Consultor de Servicio Personalizado a Clientes en la ciudades de Pereira y Cúcuta respectivamente?

Con el propósito de dar solución al interrogante en el caso concreto, se considera necesario precisar, el siguiente aspecto:
DIFERENCIA DE SALARIO PARA TRABAJADORES QUE OSTENTAN EL MISMO CARGO.

Sostiene el artículo 143 del C.S.T. que a trabajo igual desempeñado en puesto, jornada y condiciones de eficiencia también iguales, debe corresponder salario igual, comprendiendo en este todos los elementos a que se refiere el artículo 127, y que bajo esos parámetros no pueden establecerse diferencias salariales por razones de edad, género, sexo, nacionalidad, raza, religión, opinión política o actividades sindicales; motivo por el que en principio se presumirá como injustificado cualquier trato diferenciado en materia de salario, hasta tanto el empleador demuestre factores objetivos de esa diferenciación.

EL CASO CONCRETO
No es materia de discusión en el proceso que el señor Fernando Alonso Carrillo Pineda y la sociedad Comunicación Celular S.A. “Comcel S.A.” existió un contrato de trabajo entre el 10 de octubre de 2011 y el 30 de marzo de 2016, pues así lo aceptó la entidad accionada al dar respuesta a la demanda –fls.86 a 113-.
El tema que es objeto de controversia es la nivelación salarial que exige el señor Fernando Alonso Carrillo Pineda, al considerar que no se justifica que la señora Sonia Rocío Contreras Perucho, quien ostenta el mismo cargo suyo, devengue mensualmente un salario superior al que a él se le ha reconocido y pagado durante todo el vínculo contractual.
En ese sentido se encuentra demostrado en el plenario que tanto el accionante como la señora Contreras Perucho fueron contratados para prestar sus servicios como Consultores de Servicio Personalizado a Clientes, pues así se desprende del contenido de los contratos de trabajo de cada uno de ellos que se ven a folios 18 a 22 y 31 a 33 respectivamente. De la misma manera se encuentra acreditado que a ambos les fueron asignadas las mismas funciones, pues así lo reseñaron la totalidad de los testigos escuchados en el curso del proceso, Andrea Valenzuela Rojas y Mónica María Uribe Díaz por petición de la parte accionada, así como Lina Paola Ossa Zapata, Martín Alonso Pinzón Vélez y Luz Ángela López Giraldo oídos a instancia de la parte actora, quienes fueron coincidentes en expresar que todos los Consultores de Servicio Personalizado a Clientes del país, incluidos el demandante, los tres testigos pedidos por él y la señora Contreras Perucho (quien siempre prestó sus servicios en la ciudad de Cúcuta), les correspondía atender personalmente las personas que visitaban los CAV (Centro de Atención y Ventas) a los que eran asignados, para solucionar las diferentes peticiones y solicitudes que les hacían, como lo era la asignación de planes, servicios, cambios de simcard, venta y reposición de equipos, así como la atención como anfitriones (guiar en los CAV a los visitantes para la asignación de turnos), backoffice (consistente en la digitalización de documentos), líder de fidelidad (apoyo a otros consultores con el fin de que los suscriptores no se desafiliaran de la empresa).
Sin embargo, a pesar de cumplir con las mismas funciones, también se probó en el proceso que el salario mensual que devengaba el señor Carrillo Pineda era inferior al que se le cancelaba a la señora Carrillo Perucho, pues así lo aceptó la sociedad Comunicación Celular S.A. “Comcel S.A.” al contestar la demanda –fls.86 a 113- e igualmente así lo dejaron consignado cada uno de los testigos.
Bajo esa perspectiva, de conformidad con lo establecido en el artículo 143 del CST, en principio se debe presumir que esa diferencia entre el salario devengado por la señora Sonia Rocío Contreras Perucho y el señor Fernando Alonso Carrillo Pineda es injustificada, por lo que era deber de la entidad accionada acreditar los factores objetivos en los que soporta esa diferencia.
En ese sentido, dejaron consignado en sus relatos los testigos oídos por petición de la parte actora (quienes reconocieron haber demandado a Comcel S.A. por las mismas circunstancias), así como el propio Fernando Alonso Carrillo Pineda, que no conocen los pormenores de la forma en la que se presta el servicio la Consultora de Servicio Especializado a Clientes Sonia Rocío Contreras Perucho en el CAV de la ciudad de Cúcuta, ya que el reclamo de todos ellos se edifica en la literalidad de los contratos de trabajo en donde se les asigna el mismo cargo a todos; revelando en todo caso, que son conocedores que Comunicación Celular S.A. ha categorizado los CAV en todo el país, esto es, existen CAV categoría A, B y C, y por ende sus consultores tienen una remuneración diferente, siendo el A el que más devenga, B con un salario intermedio y C con el salario más bajo, sin embargo, insisten en que ello resulta injustificado al cumplir todos con la misma labor.
A su turno, las señoras Andrea Valenzuela Rojas (jefe de compensación de beneficios Comcel S.A.) y Mónica María Uribe Díaz (Gerente de Servicios) explicaron que la división de los Centros de Atención y Ventas CAV del país están categorizados en A, B y C, y que ello se hizo desde que entró en operación la empresa, tomando en cuenta varios factores, como lo eran el número de la población a impactar, el número de municipios que debe ser atendido por cada CAV, el tráfico del servicio que se genera en cada región, la cantidad de suscriptores para líneas prepago y postpago, definiéndose con base en esos ítems que el CAV de Cúcuta era categoría A, mientras que los CAV de Pereira (Centro y Rebeca) eran categoría B y por tanto sus Consultores devengan aproximadamente un 15% o 20% menos que los Consultores de los CAV categoría A; expusieron que mientras los CAV de Pereira atienden los clientes y población que se encuentra en los 14 municipios de Risaralda, el CAV de Cúcuta atiende aproximadamente 40 municipios de Norte de Santander; que las líneas activas de los planes postpago y prepago son mayores en esa región del país, teniéndose en cuenta que el hecho de que se encuentre en la frontera es un factor diferencial con la ciudad de Pereira, por cuanto el flujo comercial es mayor en aquella zona del país que en el interior, donde se encuentra ubicada la capital del Departamento de Risaralda.
Esa información no solamente fue entregada verbalmente por las referenciadas funcionarias de la sociedad Comunicación Celular S.A. “Comcel S.A.”, pues adicionalmente se encuentra soportada en los documentos que se ven a folios 170 a 202 del expediente, los cuales fueron remitidos vía correo electrónico por parte de la entidad accionada, atendiendo el decreto oficioso de pruebas ordenado por la funcionaria de primera instancia, documentos éstos a los que se les debe dar el alcance probatorio correspondiente, ya que se conoce que fueron elaborados y remitidos por la entidad accionada, quien los extractó de sus bases de datos para remitirlos por el medio más expedito (correo electrónico) con destino al proceso, para que fueran incorporados al plenario.
Al analizar esos documentos, se evidencia que los CAV de Cúcuta, al que pertenece la señora Contreras Perucho, atienden la población correspondiente a los 33 municipios que integran el Departamento de Norte de Santander, mientras que los CAV de Pereira atienden los 14 municipios del Departamento de Risaralda, es decir, los Consultores de Servicio Personalizado a Clientes del CAV de Cúcuta responden por algo más del doble de los municipios por los que responden los Consultores de los CAV de Pereira.

El CAV de Cúcuta reporta 801.076 usuarios de líneas prepago y 182.889 en líneas postpago, mientras que los CAV de Pereira tienen 520.081 usuarios de líneas prepago y 139.231 en líneas postpago, es decir, una diferencia de 280.995 en líneas prepago y 43.658 en líneas postpago. 
En cuanto al flujo de ventas, de acuerdo con los cuadros anexos, entre el mes de octubre de 2011 y el mes de marzo de 2016 (cuando estuvo prestando sus servicios el señor Fernando Alonso Carrillo Pineda) existe en promedio una productividad superior en las ventas que tienen que ver con las líneas postpago del 38.02% a favor del CAV de Cúcuta y en ese mismo periodo se reporta también una productividad superior del CAV de Cúcuta sobre los CAV de Pereira en la venta de servicios de líneas prepago de un 121.91%.

En esa misma dirección, al revisar la productividad de la señora Sonia Rocío Contreras Perucho versus la productividad del señor Fernando Alonso Carrillo Pineda, entendida como el número de clientes atendidos, se evidencia que en todo ese periodo la señora Contreras Perucho atendió 22.239 requerimientos, mientras que el señor Carrillo Pineda lo hizo en 8.849, sin embargo, vale la pena resaltar que existen periodos en los que no se reporta actividad por parte del señor Carrillo Pineda, no obstante, sin contabilizarle esos mismos periodos a la señora Contreras Perucho, se observa que su productividad sigue siendo mayor, ya que reportaría 20.082 atenciones, esto es, 11.233 más que el señor Fernando Alonso Carrillo Pineda.
Conforme con lo expuesto, queda desvirtuada la presunción prevista en el artículo 143 del CST, siendo del caso aceptar que la diferencia salarial entre la señora Sonia Rocío Contreras Perucho y el señor Fernando Alonso Carrillo Pineda no es caprichosa e injustificada, sino que obedece a auténticos factores diferenciales, pues, como quedó demostrado, ella presta sus servicios en un CAV de categoría A, el cual tiene un flujo de atención y de ventas muy superior al que soportan los CAV de categoría B de la ciudad de Pereira, lo que evidencia consecuencialmente la mayor actividad y productividad de la señora Contreras Perucho sobre la efectuada por el actor durante el mismo periodo.

En el anterior orden de ideas, no queda otro camino que confirmar la sentencia proferida por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito el 26 de abril de 2019.

Costas en esta instancia a cargo de la parte actora en un 100%

En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral Nº 3 del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República  y por autoridad de la ley, 

RESUELVE

PRIMERO. CONFIRMAR la sentencia recurrida.
SEGUNDO. CONDENAR en costas en ambas instancias a la parte actora en un 100%.

Notificación surtida en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente audiencia, se eleva y firma esta acta por las personas que en ella han intervenido.
Los integrantes de la Sala,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES

        ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN
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